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RESUMEN 

Tras la conquista armada de los territorios indígenas del sur del país, se abrió paso 
la co nformación de  un me rcado de  tierras q ue buscaba la  creación de l a 
“civilización” y e l de sarrollo del capital. Los ind ígenas no fueron pensados como 
sujetos d e e ste d esarrollo, y  el  a cceso a  la  tie rra le s fu e ob turado d e d iversas 
maneras. E n e ste t rabajo a nalizamos un  e xpediente de  l a D irección de P arques 
Nacionales que permite seguir el recorrido de un conjunto de sujetos indígenas en 
el m arco d e sus intentos p or titularizar un lote de tie rras fiscales otorgad o e n 
concesión por el Estado en 1902. A través del análisis, el expediente se torna una 
excelente herramienta para la  observación de las pautas a partir de las cuales se 
conformó el mercado de tierras en las zonas recientemente conquistadas por la vía 
armada. Lo s docu mentos q ue lo compon en reve lan la trama de  com plicidades 
propia de u n espacio terri torial en  el que e l Estado Nacional ma ntenía u na 
presencia ambigua, en tanto le urgía e l control del mismo pero sus pobladores no 
eran ciu dadanos p lenos de la  na ción. De  e sta forma, la s in stancias locale s d e 
resolución de  conflictos, los sujetos qu e co mponían los grupos d eseables d e 
propietarios y los ima ginarios so ciales en formación apare cen a la lu z d el 
expediente fu ncionando e n con tra de l acceso indígena a la  ti tularización de  la 
tierra, hasta q ue se lleg a a un a nueva c oyuntura q ue obliga a la expedición d e 
títulos de propiedad bajo condiciones que permitieran la posterior enajenación del 
territorio. 

Palabras clave: Historia Indígena; Territorio Nacional; Mercado de Tierras. 

 

 

ABSTRACT 

After conq uering the lands in habited b y i ndigenous people  by force, be gun th e 
constitution o f land markets that sought  the de velopment of “civil ization” and 
capital. The indigenous were thought unfit to star these developments, and access 
to land property was denied for them in various ways. In this paper, we analyze a 

                                                 
1 El presente trabajo se enmarca dentro del Proyecto Unidades Ejecutoras (IPEHCS-CONICET-UNCo) titulado “La 
(re)producción de las desigualdades en la Patagonia Norte. Un abordaje multidimensional” (22920180100046CO) 
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case file from the Nahuel Hu api National  Park, that  al lows us to  f ollow the  
footsteps of two indigenous families a s they tried to gain property rights in lands 
given in 1902 to them by a national concession. The file proves to be a remarkable 
tool to observe how the land market was built, as it reveals the net of complicities 
present in a territorial space in which  National State kept an ambiguous presence, 
given its urge to control it, on the one hand, and the inexistence of real citizenship 
in it, on the othe r. Local instances of  problem solving , individuals thought  of  as 
desirable lan d owne rs and s ocial imaginaries ap pear working against ind igenous 
access to land property, until a new context brings the need of assuring those lands 
exit public domain , in order to make  them private so  th ey could be  so ld in th e 
future. 

Key words: Indigenous History; National Territory; Land market. 
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INTRODUCCIÓN 

 

El proceso de construcción del Es tado argentino, que no se  podría concretar  sin la con ocida como 
“Conquista del desierto”, tuvo en la r egión norpatagónica la particularidad de tene r que lidiar con 
dinámicas históricas qu e tardarían décadas en desaparecer. Aquel desierto, entendido como vacío 
de civilización, contenía, muy por el contrario, sujetos sociales vinculados a través de densas redes 
de comercio fronteriz o, heredadas d e la época colonial ( Bandieri 1996). D urante la etap a d e l a 
Argentina independiente, los indígenas si guieron siendo p rotagonistas de e stos circu itos entre las  
pampas argentinas, productoras ganaderas, y e l pujante mercado interno chileno, que ofici aba de 
consumidor (Mases 2010). 

La i ncorporación e fectiva de estas t ierras al ám bito de c ontrol estatal f ue un pro ceso 
condicionado p or el desarrollo de l capital e n e l país. Dada la característica d ependiente d e la  
economía a rgentina, las  intenciones de constituir el campo patagón ico a partir d el m odelo del 
farmer norteamericano quedaron solo en el nivel discursivo (Bandieri 1990). La sucesiva legislación 
en materia de tierras no pudo impedir la conformación del latifundio como forma de distribución de 
la tierra (Blanco 2007), en un esquema que contaba entre los propietarios, ausentes en su mayoría 
para el caso neuquino, a los más distinguidos miembros de la clase dominante porteña. 

El ideal civi lizatorio de la é poca contenía un  repertorio de contundentes argumentos para 
justificar la  exp ulsión d e lo s pobladores p reexistentes e n la s áreas a ocupa r. Estos imaginarios 
sirvieron el pro pósito de cubrir con un mant o de j usteza las oper aciones lle vadas a c abo para 
despojar de sus tierras a  los ind ígenas, y lue go lidiar con un  remanente de  población q ue no se  
condecía con el id eal de habitante para la n ación en construcción. El imagin ario de la é poca, s in 
embargo, no f ue la  raz ón de  f ondo de l a e xclusión del,  s ino que  es ta s e ex plica e n ma yor 
profundidad po r las condiciones que la nacien te forma ción social cap italista imponía para  
desarrollarse. 

El originario n o era e l s ujeto d e este desarrollo —a sí como ta mpoco lo  e ra el chileno 
desprovisto de capitales— sino que proporcionaría la útil pero invisibilizada mano de obra. Asegurar 
la propiedad de la tierra a estos sujetos descapitalizados era firmar el acta de defunción del modelo 
económico en cuya clave las clases dominantes pensaban la región, y el país entero. Estas premisas 
se entrecruzaban en  el Neuquén de l a eta pa territoriana con las particula ridades que ofre cía s u 
repertorio de actores y de escenarios. 

En es te trab ajo se contex tualiza y  analiz a una fuente  d ocumental que abarca cas i la  
totalidad del periodo 1902-1943. Se trata del Expediente 118/36 del Archivo de Parques Nacionales, 
que específicamente involucra tierras que a partir de la década de 1930 pasaron a formar parte del 
Parque Nacional Nahuel Huapi. El punto de inicio del análisis, 1902, está dado por la concesión que 
el Estado Nacional re alizó a José María Paicil e  Ignacio Antriao d e un lote de 625 hectáreas en lo 
que hoy es el municipio de Villa La Angostura, al sur de la provincia de Neuquén. El de finalización 
se con stituye en el mo mento de exp edición del título d e propiedad de l mencionado lote, en 
condominio a las sucesiones de los concesionarios originales.  

A través del recorrido realizado, el expediente se torna una excelente herramienta para la 
observación d e la s p autas a  partir d e la s cuales se conformó el m ercado d e tierra s en las zonas 
recientemente con quistadas p or la vía a rmada. L a extensión d el mismo  da cuenta d el dilatado 
periodo a través d el cu al los su jetos invo lucrados apa recen una y otra ve z con in tenciones d e 
titularizar un lote que permaneció como tierra  fiscal, incluso cuando todos los de su a lrededor se 
encontraban ya en manos de privados. Los docume ntos que lo com ponen r evelan la trama de 
complicidades propia de un espacio territorial en el que el Estado Nacional mantenía una presencia 
ambigua, en tanto le urgía el control del mismo pero sus pobladores no eran ciudadanos plenos de la 
nación. 

De esta forma, las instancias locales de resolución de conflictos, los sujetos que componían 
los grupos deseables de propietarios y lo s imaginarios sociales en formación aparecen a la  luz del 
expediente funcionando en contra del acceso indígena a la titularización de la tierra, hasta que se 
llega a u na nueva coyu ntura e n qu e u n nu evo con texto ob liga a l a expe dición d el título d e 
propiedad bajo condiciones que permitieran la posterior transferencia del territorio entre privados. 
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PUEBLOS INDÍGENAS Y CREACIÓN DEL MERCADO DE TIERRAS EN EL TERRITORIO DE NEUQUÉN 

 

Hasta por lo menos la segunda década del siglo X X, se mantuvo en la zona sur del país el 
principio de “lib re cordillera” (Mén dez 200 5). E sto imp licaba el no  re conocimiento d e la misma 
como una línea divis oria, dando como resultado el desarrollo de una per tenencia territorial de los 
grupos indígenas que se extendía a ambos lados del cordón montañoso. Las dinámicas económicas, 
políticas y sociales en el  esp acio mencion ado involucraban con igual protago nismo a la soci edad 
blanca y a la indígena, manteniéndose un equilibrio en la zona que era fruto de un delicado balance 
en los contactos interétnicos desde el siglo XIX (Varela y Manara 2005). 

Uno de  l os o bjetivos que i mpulsaron el avan ce genocida sobre la s tierra s de los pueblos 
originarios del sur fue  la n ecesidad de volcar en  ellas la ganaderí a excedente proveniente de los 
espacios ya en us o por parte de la sociedad argentina (Bandieri 1990). De aquella gan adería, un 
producto central en  las  exportaciones era el  cuero vacuno, que en  la segunda mi tad d el XI X se 
encontraba a la baja en precio internacional. El desafío intentó superarse ampliando la producción 
cuantitativamente, a fines de mantener las ganancias. El uso ganadero extensivo de las tierras hasta 
ese momento marginales constituía una táctica potable en tanto s ignificara una baja movilización 
de capital y trabajo, sujeta a la condición de mantenerse con bajos costos productivos y controlada 
por los mismos hacendados existentes (Cortes Conde 1968). 

Al igual que la Patagonia entera, el territorio de lo que a partir de mediados de siglo XX se 
conformó como la Provincia de Neuquén posee una heterogeneidad de áreas ecológicas, en función 
de una ge ografía variablemen te acciden tada, con precipitaciones y temperaturas diversas. En la  
cordillera sur, donde se encuentra Villa La Angostura, la actividad turística ha cobrado relevancia, 
en d etrimento d e actividades ganaderas, a grícolas y  fore stales propias d e sus ocu pantes 
tradicionales. La cría de  ovinos y b ovinos se  h a man tenido en  la zona preco rdillerana, 
complementada con la forestación y la caza (Bran, Ayesa y López 2002). 

En las z onas de cordiller a y precordillera, en  primer lugar,  la  tie rra pas ó a manos de  
propietarios au sentes, re lacionados con  las e lites b onaerenses — concesiones d e colo nización 
mediante las c uales se concentraron 1. 600.000 has en manos de  27  propietarios (Tiscornia et a l. 
2005)—, y luego a  p rincipios del siglo XX la s ventas f ueron a t erratenientes y grupos económicos  
vinculados al  sur chileno, ingleses y ale manes (Blanco 2007). El p oder local en formación tuvo su 
expresión en la zona de meseta, con grupos de origen comercial y gan adero, predominando allí la 
concentración de tierras en su favor. 

La contrad icción en tre u n d iscurso s obre la necesidad de poblar la zon a —con grupos 
humanos d el no rte europ eo, p uesto que los p reviamente exi stentes no  eran en tendidos como 
coadyuvantes al d esarrollo de l a “civilización”— y e l acapar amiento d e ti erras ha si do re saltado 
hace décadas en es tudios de hi storia regional (Bandieri 1990). Así,  las intenciones de financiar a l 
Estado me diante la ve nta d el s uelo, o de as egurar las f ronteras por  m edio de  l a ra dicación d e 
población estable fueron cediendo, en la práctica, frente al fenómeno de conformación latifundista, 
ya que l as leyes que  impul saban aquellas “p odían burlarse fáci lmente mediante  e l f raude, la 
corrupción y la ine ficiente maraña administrati va enc argada d e controlar su cumplimiento” 
(Bandieri 2005: 2). Se puede pensar la distribución de la tierra en términos de dos periodos, uno de 
1880 a 1903, y otro de 1903 a 1920 (Blanco 2007). Tras ello, hasta mediados de siglo predominó la 
transferencia de tierra entre privados. 

Las ley es d e “Inmigr ación y Colo nización” y d e “Rema te Público” fu eron los elementos 
principales d urante el primer periodo en términos de s uperficies afe ctadas y ca ntidad de 
propietarios, mu y por d etrás d e las cuales se  colocaron la “ Del Empréstito” y l a de “Pr emios 
Militares”. Que remos r esaltar, ya que atañe a l e studio de ca so de e ste trabaj o, l a creación d e 
Colonias Agrícola-pastoriles en fun ción de la ley “Del Hogar”. Por lo gener al, las tierra s afectadas 
estaban ubicadas en la meseta, que posibilitaba la ganadería extensiva, aunque la extensión de 625 
has para cada concesión limitaba la viabilidad de la misma. Las condiciones para la realización de la 
concesión indicaban que fuera en favor de argentinos nativos o naturalizados, que no contaran con 
propiedades inmuebles en el país, que ocuparan los lotes por cinco años, durante los que se debía 
introducir mejoras y poner en producción una porción de las tierras, y tras los cuales se otorgaría el 
título de posesión definitivo. El é xito de esta  ley  ha sido cuestionado en otros lugares (Briones y  
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Delrio 2002; Pérez 2008), en tanto su falta de cumplimiento profundizó la característica latifundista 
del reparto de la tierra, a pesar de estar inspirada en una ley estadounidense tendiente a impedir su 
proliferación. 

Como forma de ordenar jurídicamente las tierras fueron creados los Territorios Nacionales a 
partir de la Ley Nº 1532 de 1884. Como antecedente para este periodo, en 1876 se había dictado la 
Ley “A vellaneda” ( Nº 817 ), que impe día l a transferencia en p ropiedad privada a menos q ue s e 
cumpliera la obligación de poblar. Se repartieron de esta forma 3.000.000 de has, principalmente 
ubicadas en lo s territorios na cionales de Río  Negro y Neuquén. Sin emb argo, la mencionada 
obligación fue p ocas vec es cumplimentada, y h acia fin es d e siglo , los a legados coloniza dores 
continuaban ausentes, siendo los campos habitados por el ganado de familias indígenas y de criollos 
chilenos (Bandieri 2005).  

La Ley “de Remate Público”, de 1882 (Nº 1265), tenía como fin el poblamiento de la zona,  
sin em bargo “ tampoco e sta ley se  cumplió en la p ráctica, dando su rgimiento a una cantidad 
importante de p ersonas encargadas de ‘s imular su cumplimiento’” (Bandieri 2005: 5). En 1 891, se 
sancionó la Ley “de Liquidación” (Nº 2875), que por un lado rescindía la obligación de poblamiento, 
instaurando una de introducción de capital, y por el otro habilitaba la privatización con la condición 
de dev olver una  porció n minoritaria al Es tado y pagar precios ab solutamente m ódicos p or lo 
privatizado —en  algunos casos—  inclus o se otorgó l a propiedad mediante s imple conces ión2. A nte 
esto, o bien las tierras fueron puestas en producción, o lanzadas a la venta, aprovechando los bajos 
precios a pagar al Estado por ellas y la valorización que se desprendía del ordenamiento jurídico de 
los Terri torios Nacionales. Dura nte esta  eta pa, se ocup aron la s tierra s d e mayor capacidad 
productiva d el oes te y  s udoeste, bajo la for ma de tenencia de propiedad privada de grand es 
extensiones. 

A pesar de la punzante necesidad de controlar de cerca los  procesos de apropiación de la 
tierra en estas zonas, recién en 1898 se creaba el Minister io de Agricultura, del cual dependería la 
Dirección de Tierras y Colonias. Esta nueva dependencia del Poder Ejecutivo Nacional fue el ámbito 
de elaboración de nuevas tácticas que buscaban ordenar la “caótica legislac ión de tierras vigente” 
(Bandieri 2005: 5) . Una nueva ley en 1903, la Ley “de Tierras” (Nº 4167), marca el punto de inicio 
de un segundo periodo, que se extiende hasta 1920. La forma de distribución predominante pasaba 
a ser el arrendamiento, y la de tenencia una combinación de propiedad-arrendamiento, aunque no 
se logró revertir la concentración (Blanco 2007). 

Las z onas marginales  no distribuidas e n manos  privadas de l a tie rra fis cal, a l presentar 
condiciones deficiente s para la producción gan adera y una ub icación lejan a a los  p uertos, 
permanecieron habitadas o fuer on el nue vo lugar d e a sentamiento de poblaciones m igrantes 
forzadas, siempre bajo una ocupación precaria o si n títulos (Blanco 2012). El gobierno de Yrigoyen 
estableció una suspensión de la venta de tierras públicas —en su reemplazo, se otorgaban “a título 
precario”— que duró hasta 1937. A partir de entonces, aquella aún no se podría realizar en favor de 
sociedades ni com pañías ya poseedoras de más de 20.000 has . Esta suspensión implicó que, en  el  
Territorio Nacional de Neuquén, a partir de 1925 los ocupantes sin título debieran pedir un permiso 
de ocupación “a título p recario” a la Dirección de Tierras y  Colonias –que, por otra parte, recién 
abriría una oficina en territorio en 1933. 

Diversos su jetos em pezaron a construirse “ nichos” d e actividades que les rep ortaran 
ganancias. Sobre el estilo informal, o paralelo a l ámbito legal, en que los asuntos de acceso a  la  
tierra se  co nducían, la historia patagónica ofrece numerosos ejemplos. Uno de ellos fue la 
existencia de los “palos blancos”, “traficantes de tierras”, o intermediarios o gestores que debieron 
ser contratados sobre todo por crianceros y arrendatarios en la década de 1920, con la finalidad de 
actuar en su nombre ante la Dirección de Tierras y Colonias ubicada en Capital Federal. La 
información y los contactos políticos que estos individuos podían poner al servicio de la adquisición 
de la tierra podía def inir las posibilidades de la misma, o determinar las características del terreno 
finalmente concedido. Incluso operaban sobre los  desalojos a poblaciones asentadas en territorios 
de in terés, en algunos c asos sa cando m ás ta rde p rovecho d e las mejoras introducidas por los 
pobladores originales (Blanco 2012). 

                                                 
2 “…una vez puesta en práctica la ley de Liquidación de 1891, el objetivo colonizador se abortó rápidamente en beneficio de 
la instalación de grandes empresas ganaderas de capital extranjero” (Bandieri 2005: 7). 



Sección Ciencias Sociales   • Vol. 23 Nº 4 •   [oct/dic 2020] 

ISSN 1851-3123 • http://revele.uncoma.edu.ar/htdoc/revele/index.php/Sociales/article/view/2722/PDF 

68 Carla Sabrina Aguirre 

Sumado a ello, a p rincipios del siglo XX, la situ ación socio- económica de los fun cionarios 
constituía un factor clave para explicar el acceso a los cargos que detentaban, al mismo tiempo que 
un mecanismo de acumulación de capi tales. La p rivatización del accionar público incluía “cobros 
indebidos de  ar rendamientos y  de rechos d e t alaje, m alversación de  bi enes t estamentarios, 
secuestro ilegal de hacienda, entre otras prácticas que tenían como protagonistas a jueces de paz, 
comisarios y funcionarios de menos importancia” (Perren 2005: 464). 

Además de l as ti erras que pas aran a manos  p rivadas, aquellas que  perma necieron como 
públicas ta mbién implicaron la prolongación del despojo a l indígena, como fue  e l cas o de  los  
Parques Nacionales. La creación de los mismos significó una limitación previamente inexistente a las 
actividades que las familias indígenas llevaban a cabo, y un control de una identidad étnica que se 
configuraba como otre dad fre nte a l a arge ntinidad que se deseaba fomentar ( Pérez y Tr entini 
2015). La Dirección de Parques Nacionales tenía la potestad de enajenar tierras, proceso en el cual 
fue “muy laxa cuando se trataba de ceder territorios a vecinos prestigio sos, pero sum amente 
estricta en  el cum plimiento d e la n ormativa vi gente si lo s a spirantes era n p ersonas d e escasos 
recursos, más aún si eran chilenos e indígenas” (García y Valverde 2007: 119). 

Los títulos de propiedad se reservaron para los primeros, mientras que, para los segundos, 
se expedían los “Permisos P recarios d e Ocupación”. Se con solidaba u na clase  do minante loca l, 
fuertemente vinculada con la porteña, y se invisibilizaba, en el mismo movimiento, la presencia del 
indígena, q uien fue a bsorbido como  mano de ob ra a l tiemp o que se  le e xpropiaban su s tier ras 
(Balazote y Radovich 2010). Diversos sujetos ejecutaban tácticas informales y trampas legales para 
hacerse d e porciones d el territorio de los indígenas. En tre ella s se e ncontraban desde el 
hostigamiento hasta el intercambio de hectáreas por bienes de consumo inmediato, frecuentemente 
aprovechando la s ituación d e analf abetismo en que se e ncontraban esto s p obladores ( García y  
Valverde 2007). 

Con el n acimiento d e los Parques Nacionales se  a bría la p osibilidad a  nuevos c iclos d e 
enajenación de tierras, ya que, acorde a su ley de fundación (Nº 12.103), la Dirección podía vender 
aquellas que ya se encontraran bajo propiedad privada, y las  fi scales dentro de la Colonia Nahuel 
Huapi. En un contexto en que diversas medidas estatales se conjugaban con los efectos de las crisis 
económicas —originadas por la G ran Guerra y  más t arde l a debacle de 1930—, l as actividades de 
intercambio fronterizo dejaban su lugar protagonista como dinamizadoras del área (Méndez 2005). 
En su reemplazo, se avizoraba la posibilidad de explotar e l territorio a través del turis mo, siendo 
Parques u na herramienta cen tral a  ta les fine s ( Bessera 2006). El e ntramado d e p oder que se 
continuó tejiendo a partir de entonces tuvo mucho que ver con la agencia del primer presidente de 
la Dirección, Exequiel Bustillo, q uien se  e ncargaría de repa rtir entre su s ilustres y adineradas 
amistades porciones de estas tierras en favor del poblamiento de las mismas por parte del blanco.  

 

 

EL EXPEDIENTE 118/36 

 

El conjunto de fuentes documentales  aquí analizadas proviene del Ex pediente 118/36 “S/ 
Amparo en el Lote Pastoril N°9 de Nahuel Huapi”, de la Dirección de Parques Nacionales. Las fojas 
que lo compon en re únen d ocumentación d esde e l a ño 1 905, siend o el h echo fu ndante d e la  
recopilación el p edido de un o ficial de policía de  que el lote se  titularizara en su favor. A raíz de 
ello, la part e inicial del compendio ofrece una  cop ia del docum ento d e la conce sión de  625  
hectáreas realizada a nombre de “José María Paisil e Ignacio And reu”3 en el año 1902. A partir del 
año 1936, los documentos fueron aglutinados por Parques Nacionales, en función de su necesidad de 
estar en conocimie nto de la trayectoria d e las tierras p ara autorizar la me nsura que se  ha bía 
realizado e n 19 31 y e xpedir títulos  d e pro piedad d efinitivos. Los documentos constan, 

                                                 
3 La ortografía de los apellidos de las dos familias indígenas ofrece variaciones a lo largo del expediente. Aquí reproducimos, 
cuando realizamos citas textuales de los documentos, la forma de escritura que los mismos presentaban. Por el otro lado, 
fuera de estas excepciones, nos referiremos a las familias según la escritura que en la actualidad adoptaron los miembros de 
las familias, acorde al grafemario Ragileo: Paicil y Antriao.  
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fundamentalmente, d e i ntercambios en tre la  Direc ción Na cional de Ti erras y  Colonias, q ue 
funcionaba en Buenos Aires, la Administración de la Colonia Nahuel Huap i, otras d ivisiones como 
Geodesia, y sujetos particulares que elevaban pedidos o reclamos.  

 

 

EL CAMINO ENTRE LA CONCESIÓN Y EL TÍTULO DE PROPIEDAD (1902-1943) 

 

En septiembre de 1902 el Estado Nacional concedió, en el marco de la Ley del Hogar, el 
Lote Pastoril N°9 de la entonces Colonia Pastoril Nahuel Huapi a Juan I gnacio Antriao y José María 
Paicil4, a modo de reconocimiento de la colaboración de ambos en calidad de baqueanos durante las 
exploraciones del territorio5. Antriao se encontraba registrado como nacido en Chile -hasta 1897 no 
funcionó un registro ci vil en la zona  en cuestión- pero fue reconocido como ciu dadano argen tino 
(Collinao et al. 2019), y era “botero” en el r ío Correntoso, es decir, poseía una barca en la que se 
dedicaba a trasladar personas y bienes a un lado y otro de los cuerpos de agua. Paicil provenía de la 
comunidad dirigida por Namuncurá, en la zona pampeana, y sus líderes le habían asegurado que el 
Estado les otorgaría tierras d onde vivir 6. Los intentos de remoción del derecho de los in dígenas a 
ocupar e l Lote se  veri fican en  los d ocumentos d e los a ños in mediatamente p osteriores a la 
concesión. Esto va en línea con análisis ya realiz ados acerca del funcionamiento legal en la época: 
“la le tra de la le y s e pres taba a s er bur lada f ácilmente mediante el fraude y l a corrupción, 
favorecidos por la buro cracia administrativa encargada de controlar el cumplimiento de la  misma” 
(Blanco 2007: 8). 

El M inisterio de Agricultura e ra el responsable del seguimiento de las Colon ias creadas, a  
cuyo fi n, la  Di rección General de  Tierras tenía bajo su j urisdicción a la Divisió n de Ti erras y 
Colonias. La  Colonia Agrícolo-P astoril N ahuel Hu api s e hab ía cread o el 6 de marz o de 18 96, 
compuesta de 47.500 hec táreas, que más  tar de s erían am pliadas. En 1902 eran ci ento treinta  y 
cinco los lotes d isponibles, de los cuales, una vez concesionados, solo se tomaría efectiva posesión 
de menos del 30%7. 

 En 1905 se dirigía al Administrador de la Colonia Nahuel Huapi, U mberto Giovanelli, otro 
funcionario estatal, Eduardo Beo vides, co n la i ntención d e que se le  tra nsfirieran la s tie rras. 
Consideraba que los pobladores indígenas no habían aportado aquellas mejoras que eran necesarias. 
Justificaba su propuesta señalando que “los actuales pobladores siendo inútiles para cumplir con la 
ley, vengo a solicitarlo, dispuesto a cump lir con todas la s exigencias de la ley y  al mérito de mi 
larga estad ía en  estas re giones com o Comisario de Polícía y J uez d e Paz de varios pueblos del 
Territorio de Río N egro”8. La breve biografía que e l interesado incluye en el pedido da cuenta de 
una trama de complicidades vinculada al acceso de sectores privilegiados a puestos de trabajo en la 
maquinaria estatal y la s formas d e re producción de dicho s privilegios, a la  que ya he mos he cho 
mención. Asimismo, el intercambio generado a partir del pedido permite observar la valoración de 
los funcionarios involucrados acerca de la vid a de las familias ind ígenas, y la importancia que  las  
tierras del Lote Nº 9 revestían ya a  aquellas alturas, en función de ser linderas a un área por donde 
era posible cruzar el Río Correntoso.  

En función de  lo primero, podemos mencionar que el Ad ministrador elevaba e l pedido de 
Beovides al Inspector General de Tierras, Augusto Margueirat, indicando que 

 

                                                 
4 Expediente Nº 118/36 de la Dirección de Parques Nacionales “S/ Amparo en el Lote Pastoril N°9 de Nahuel Huapi” (en 
adelante Expte 118/36). Archivo del Museo de la Patagonia, San Carlos de Bariloche. Foja 2. 
5 Expte. 118/36. Foja 13. 
6 Expte. 118/36. Foja 15. 
7 De Mendieta, Carlos. “Cuando Villa la Angostura fue parte de una frustrada Colonia Agrícola Pastoril”. La Angostura 
Digital. 13 jul. 2017: s.p. Web 19 feb. 2020. 
8 Expte. 118/36. Foja 6. 
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Dicho lote de  año esta ocu pado por un i ndígena Chileno Pais il que se [il egible]9 ha cerse 
ciudadano Argentino y vive parasitariamente. El peticionante en cambio tiene como cumplir 
con la ley es argentino y fue  fiel  servidor por años de su País. Esta administración no tiene 
inconveniente ni nguno una ves que  este lote sea poblado  por el  peticionante y est ablesca 
regular servicio de Balseo en el Correntoso de [ilegible] esta solicitud (Expte. 118/36. Foja 6) 

 

No siendo e l de  Beovides el único pedido recibido, se e levaba a la I nspección General de 
Tierras otra solicitud solo unas semanas más tarde, en este caso en respuesta a otro individuo que 
señalaba haber introducido mejoras por dos mil pesos y levantado casas y cercos de animales. Este 
pedido, a d iferencia del anteriormente citado, no se justificaba mediante el alegato de residencia 
en la zona. Hacía constar el Administrador: 

 

Este lote fue concedido a dos Chilenos indígenas Paisil y Andreu y de años lo ocupan pero no 
aportaron mejorías  qu e valga la  pena  c onsiderarla. U no de este v endio un t rabajo al 
solicitante. S iendo este un  l ote de  grande importancia estratégica por e l va do del  Rio 
Correntoso. Esta Administracion encuentraria conveniente si Ud. esta conforme concederlo a 
un verdadero bueno poblador como es el solicitante (Expte. 118/36. Foja 9) 

 

En línea con estas apreciaciones, el Ingeniero Apolinario Lucero, a cargo de la realización de 
la mensura que diera origen a los lotes a conce sionar, hacía constar la propia en una carta al jefe 
de Sección Geodesia, en 1903. Acerca de la aptitud de los indígenas para desarrollar labores en los 
campos, resaltaba que no los juzgaba aptos para e llo, pero que podían ser útiles empleados como 
peones de ot ros propietarios (ODHPI 2013). Esto ilustra el de stino que el conjunto de funcionarios 
estimaba d eseable pa ra lo s in dígenas, n acido de un manifiesto racism o, ra sgo c ultural que 
justificaba la exclusión del originario del conjunto de  sujetos que  capitalizarían el desarrollo del 
modelo económico.  

En cuanto a las consid eraciones emit idas en e sa ép oca acerca de la  c alidad y situ ación 
estratégica de l as tierras del L ote Nº  9, y a hemos me ncionado la posibilidad de  c ruce po r e l r ío 
Correntoso, actividad a l a que Antriao se dedicaba. Por el otro lado, el informe elaborado por el 
agrimensor Rodolfo del Castillo en la década del ‘30, tras realizar una men sura para delimitar los  
límites del lote, h acía constar su apreciación acerca del  potencial de la  zona, diferenciándolo de 
otros lotes. 

 

El lote 9 está constituido por campo quebrado, que alcanza su mayor altura hacia el Nor Este; 
contrariamente al as pecto general de los lote s de la c olonia Nahuel H uapí, cuyas tier ras 
tienen gran pendiente hacia el Lago, este ofrece ondulaciones suaves y un a serie de colinas 
de poca elevación.- Existe en la mayor parte de su superficie, bosque de cipreses, cohigues y 
radales de gran tamaño, especie esta última relativamente abundante. Hay además, arrayan, 
chacay, mai ten, laura, caña coligue, etc.—Las tierras so n de buena cal idad, apta s para 
cultivos, y abundan las aguadas—. Pero el mérito principal de este lote consiste en su belleza, 
y desde luego debe considerársele como uno de los mas destacados en el Parque Nacional de 
Nahuel Hua pí para radi car un conjunto de  residenci as de  verano, so bre las cos tas de l 
Correntoso o del Nahuel Huapí, y rodeadas de hermoso parque natural (Expte. 118/36. Fojas 
88 y 89) 

 

El Inspector de Tierras y Colonias contestaba al primer pedido mencionado, el de Beovides, 
señalando que acorde al informe precedente –palabras mediante las cuales, entendemos, por cómo 
sigue el expediente, designa a las descripciones ya citadas del Administrador— las familias indígenas 
no habían cumplido las exigencias de la ley. Conforme a ello, se  encontraba de acuerdo con dejar 
sin efecto la concesión de 190210. Sin embargo, Margueirat notaba al año siguiente un impedimento 
a la anulación de la concesión, fundada en una revista a otro informe re alizado anteriormente, el 

                                                 
9 Suponemos “rehusa”. 
10 Expte. 118/36. Foja 7. 
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del s uizo Otto A sp, cuyas p alabras trans cribía: “Los arrendatarios, q ue s on d os i ndios (Ignacio 
Andreu y Jose Maria Paisil) trabajan bien y es justicia concederles el lote. Es un buen lote”11.  

En 1907, el mismo funcionario se dirig ió al Director de Tierras y Colonias para solicitar que 
se em itiera el título d e tierras en favor de Paicil y A ntriao, luego de que se c omprobara l a 
ciudadanía argentina de ambos12. Dicho título no se emitió, y hacia 1908 circulaban rumores de que 
las tierras no se titularizarían a menos que los agentes estatales tuvieran la certeza de que el l ote 
iba a poder ser transferido a otros sujetos, como lo expresa una carta de José María Paicil, dirigida 
al Ministro de Agricultura e n a quel añ o, h abiendo transcurrido más  de cinco años  des de la 
concesión. 

 

(…) el ingeniero Sr. Lucero trajo orden de darme la mitad del lote nueve de esta Colonia y la 
otra mitad a otro paisano vecino se llama Andriau. Bien señor ministro: en el plano f igura la 
mitad a mi nombre y el Sr. Lucero me entregó el campo amojonado. Después vino el Inspector 
Sr. [ilegible] pero aquí no llego porque el Sr. Giovanelli administrador de Bosques le dijo que 
a los ind ios n o vale la pen a dar le tierra, so lo si rve a los extranjer os. Después llegó Sr . 
[ilegible] vino aconsejado por el Sr. Giovanelli. Ahora se que l e quieren dar todo el lote a mi 
vecino Andriau que también e s indio pero les convie ne mas  qu e yo porque este les  va a 
vender la tierra y sino seguro no se la dan. Por eso señor Exmo le ruego me haga dar el titulo 
definitivo de propiedad (Expte. 118/36. Foja 13). 

 

El e xpediente con el  pedido de otorgamiento de t ítulo retornó  al  Administrador, aunqu e 
este no s e expidió por no pre sentarse opor tunamente la ca rta de ciud adanía de uno de l os 
concesionarios, José María Paicil. Sin embargo, en 1910 Margueirat reiteró el pedido en una carta al 
Director d e Tierras y Colonias , realiz ando un análi sis d e una nueva ins pección realiz ada p or la  
Administración de la colonia, de la cual “se sigue que se han cumplido las disposiciones de la Ley y 
puede acordarse el titulo so licitado”13. Para 1911, la Administración había cambiado de gestión, y 
los títulos de  propiedad no s e ha bían emit ido, a pes ar de  que  en 1909 I gnacio A ntriao había 
realizado la presentación de su carta de ciudadanía14. Los múltiples escalafones burocráticos que se 
debían atr avesar p ara lograr la titularización se  en contraban comp lejizados por los tiemp os 
dilatados de las comunicaciones. La presencia de cargas subjetivas de los distintos funcionarios, que 
se evidencian a partir de la con tradicción en los cr iterios necesarios para la emisión  del título del 
Lote Nº 9, hablan de la discrecionalidad con la que este aparato burocrático funcionaba. 

Entre 1911 y 1914, constan dos informes de inspección. En el primer caso, el Administrador 
enumeró las mejoras in troducidas por An triao y Paicil. Sobre e l p rimero, a sentó q ue había 
introducido mejoras po r cuatrocien tos pe sos, a raí z d e las cu ales p oseía u na con strucción p oco 
prolija de madera, de cinco por siete metros, tres  hectáreas de trigo y papa, ocho yeguas y  tres 
caballos, de los que  poseía certificación en  e l juzgado, y co mo f rutales, manzanos y  cerezos. 
Asimismo, señalaba que “este colono no goza de buena reputación ante el vecindario y la causa es 
que siempre tiene agregados a quienes no les conocen medios de vida”.15 Acerca de Paicil, indicaba 
que las mejoras se apreciaban en setecientos pesos, y que constaban de una casa de madera de dos 
pisos, cuatro hectáreas cultivadas con trigo y papa, seis vacas, cuatro yeguas, tres caballos, de los  
que tenía certificado en el ju zgado, cerezos y  manzanos. A razón de este  informe, Margueirat se 
rehusó a expedir el título de propiedad16. 

En enero de 1914 se llevaba a cabo una segunda inspección, en función de la cual la División 
de Tierras y Colonias entendió cumplidas las condiciones de la Ley “del Hogar”. En febrero del ‘14, 
fallecía José María Paicil, por lo que el título debía expedirse a su sucesión17, en función de lo cual 
se expresaba que dejaba de ser requisito la presentación de la carta de ciudadanía de aquel, puesto 

                                                 
11 Expte. 118/36. Foja 11. 
12 Expte. 118/36. Foja 12. 
13 Expte. 118/36. Foja 17. 
14 La cual consta en la foja 24 del Expte. 118/36 
15 Expte. 118/36. Fojas 27 y 28. 
16 Expte. 118/36. Foja 29. 
17 Expte. 118/36. Foja 37. 



Sección Ciencias Sociales   • Vol. 23 Nº 4 •   [oct/dic 2020] 

ISSN 1851-3123 • http://revele.uncoma.edu.ar/htdoc/revele/index.php/Sociales/article/view/2722/PDF 

72 Carla Sabrina Aguirre 

que la titularización sería en favor de sus herederos. En esta ocasión, la transferencia en propiedad 
no s e reali zó por falt a de  mensura del l ote. Sin embargo, e l 24  de j ulio d e 1915, un decr eto 
presidencial a cordó extender el título a un  conjunto d e concesionarios, entre q uienes s e 
encontraban Antriao y la sucesión de Paicil, y se pasó la resolución a la Dirección General de Tierras 
y Colonias , e ncargada de formular l os títulos , que debían s er r ubricados p or el Poder Ej ecutivo 
Nacional18.  

Una nueva i nspección se  realizó en  1920, d ando origen a un informe prese ntado en 
diciembre de 192219 por parte d e la Com isión Inspectora del Neuquén. Este ofrec ió un diagnóstico 
de la s ituación vinculad o a una apreciación del tr abajo reali zado en la tierra p or parte de las 
familias ind ígenas como insuficiente en  vari os se ntidos. Por un lado, e n función de  la  
caracterización de las mismas como ignorantes y poco inclinadas al trabajo. Por el otro, en relación 
a la extensión de tierra trabajada, pequeña comparada con la totalidad de la concesión. Por último, 
en el sentido de los métodos de explotación de la misma, acerca de los cuales el informe evaluaba 
que al estar vinculados a la finalidad de subsistencia, impedían la inserción de excedentes en redes 
comerciales.  

 

Su t ransformación de ocupa ntes e n conce sionarios n o modificó en n ada, com o e s lógico, 
tratándose de gente ignorante y sin mayores aspiraciones, sus hábitos de v ida y su s métodos 
de trabajo pa ra sacar l a pr oducción de l c arácter que tenia de su bvenir puramente a sus 
necesidades y elevarla a una producción de recursos. 

Resulto enton ces que,  ante la incapac idad, des preocupación o  no conveniencia de los  
concesionarios i ndígenas de referencia, para ex plotar s iquiera par te importante del lote 9, 
sobraba tierra y tierra buena, la que empezó a ser poblada en uno s casos, como se indica en 
la información, por personas autorizadas en su mayoría por Igna cio Andriao, y en ot ros, por 
pobladores que a legaban la existencia de una  reserva en la parte sud del lote referido, para 
justificar su ocupación y resistir las insinuaciones de desalojo por parte del nombrado (Expte. 
118/36. Foja 55). 

 

Sumado a esto, el informe avizoraba una escalada en el precio de la tierra, vinculada a sus 
potencialidades turís ticas, q ue lograrían, acorde a su punto de  vis ta, q ue finalmente  los  
concesionarios se  desprendieran de la m isma, te ntados po r la s cua ntiosas sum as de d inero q ue, 
preveía, iban a serles ofrecidas. Tra s mencionar lo anterior, se agregaba que de hecho la sucesión 
de Paicil ya había transferido la ti erra en favor de José Marimón, y adjuntaba una queja por parte 
de la viuda, Tránsito Raileo. Acerca de la última frase arriba citada, este informe demuestra que la 
Comisión Inspectora no poseía conocimiento sobre la existencia de la reserva al sur del Lote Nº 9 —
espacio e n el que se ría constituido el e jido u rbano de Vi lla La A ngostura—. A continuación, otro 
extracto en idéntico sentido: “Los pobladores Alfredo Vidal y Lu is Alberto Vargas, expresan en las 
actas agregadas, 17 y 21, que creen estar ubicados en una reserva que se extiende al sud del lote 9 
y que tienen noticias de su existencia, por manifestaciones de la Ofic ina de Tierras de  Bariloche” 
(Expte. 118/36. Foja 55). 

El informe advertía, si n embargo, acerca de la inconveniencia de  qu e los po bladores s e 
vieran forzados a  tr asladarse a tierras fi scales, ya que de e sta manera  engrosarían el número de 
habitantes en condiciones precarias habitándolas. Por el contrario, recomendaba realizar una nueva 
división del territorio y modificar el decreto que instaba a la extensión del título de propiedad, para 
reducir a cien hectáreas el área total en condominio a Antriao y la sucesión de Paicil, y fraccionar lo 
restante para traspasar una parte a nue vos propietarios, e instalar en otra e l Juzgado de Paz, una 
escuela, el destacamento de Policía u otros edificios. De forma que el análisis de este  informe nos 
permitió ob servar do s núcleos de conflicto en  to rno a las tierra s. Un o d e ellos fue  el tipo de 
maniobras de los sujetos de la época para hacerse de derechos sobre el territorio. El se gundo, el  
vinculado a l recorte de l e spacio ha bitado p or las familias indígenas con la f inalidad de c rear un  
ejido municipal. Fue entre la década de 1 930 y la de 1950 que s e realizaron avances en el sentido 
de la instalación del futuro municipio angosturense. 

                                                 
18 Expte. 118/36. Foja 75. 
19 Expte. 118/36. Foja 47. 



Sección Ciencias Sociales   • Vol. 23 Nº 4 •   [oct/dic 2020] 

ISSN 1851-3123 • http://revele.uncoma.edu.ar/htdoc/revele/index.php/Sociales/article/view/2722/PDF 

73 Carla Sabrina Aguirre 

El i nforme que ve nimos rese ñando, para referirnos al primer núcle o, d ejó asentado el 
testimonio de la viuda de Paicil, quien exponía  

 

Que en el año de mil  novecientos catorce falleció su esposo. Que después del fallecimiento 
del nombrado, fueron r eunidos d os hered eros de su finado espo so por don Migu el José 
Marimón, qui en con el  pretesto de u na deuda ent re el ú ltimo n ombrado y s u espo so, cuyo 
monto ignora, les hizo firmar a los mencionados herederos, la r enuncia de los  derechos a la 
sucesión de l fal lecido, a  cuyo efec to le o torgaron un  poder  para e scriturar a su n ombre la 
tierra concedida por el Gobierno (Expte. 118/36. Foja 55) 

 

Marimón era parte de una familia de  l as consideradas “pioneras” en  el  poblamiento de la 
zona —como esta hubo ot ras, como la familia Capr aro—. La presencia del individuo e n la zona se 
registraba ya en la s fue ntes, siendo quien acompañó a P aicil a presentar c artas en reclamo del 
título de propiedad y firmó por é l, y habiendo presencia de ganado con su marca en los campos de 
aquel, asentada en informes de inspección. Con respecto a la transacción por la que Tránsito Raileo 
protestaba, se celebró frente al Juez de Paz Justo Jones. Se trataba de una suerte de contrato que 
establecía que los hijos de Paicil cedían a Marimón las acciones y derechos de la sucesión, a cambio 
de catorce animales y la cancelación de una deuda cuyo monto u origen se omitieron.  En la misma  
acta, el n uevo “cesion ario” se  comp rometía a ce der cincue nta h ectáreas para la fami lia Pai cil 
(Expte. 1 18/36. Fo ja 69).  En 1 922, el m encionado hiz o p or medio de una no ta el  pedido a l a 
Dirección de Tierras par a que  l as tierras fu esen es crituradas a s u nombre, aleg ando q ue el 
interesado en escriturar cincuenta hectáreas “le apremiaba” (Expte. 118/36. Foja 73). El interés de 
este privado en las tierras pareció no sostenerse más allá de esta década, puesto que más tarde, al 
momento de re alizar la ti tularización definitiva de las tierras, no se presentaría como derecho-
habiente. 

En 1931 se instruyó al agrimensor Rodolfo del Castillo para la realización de la mensura del 
Lote. Realizada l a mens ura, A ntriao el evó una nota a la Dire cción General d e Tie rras, en la que 
protestó con tra el accionar de l agrimensor, quie n había reali zado su labor d entro d el Lote N°9. 
Antriao entendió que este hecho violaba el derecho sobre su tierra, y resaltó que los límites del lote 
habían sido has ta es e entonces  res petados (Expte. 118/36. Foja 81). A raíz  de ello s e notificó a 
Antriao que, al año siguiente de la conce sión, una nueva mensura había destinado una z ona al sur 
como Reserva Fiscal para la creación de un pueblo.  

Esta mensura había s ido r ealizada en 190 3 por el A grimensor L ucero, q uien estableció el 
límite norte de dicha reserva de forma tal que abarcara 358 hectáreas. La notificación de la división 
se había dado por realizada tras haber publicado el Ministerio del Interior edictos durante tres días 
en dos medios gráficos, uno de Capital Federal y el segundo de la zona, en 1903 (ODHPI 2013). Sin 
embargo, en la nueva mensura de casi tres décadas después, la realizada por Castillo, se trazó el 
límite norte de la reserva abarcando espacio del sur del Lote N°9, resultando en una ampliación de 
la misma a  406 hectáreas, para dejar dentro de ella un ceme nterio y una oficina de correos que  
Antriao reclamaba habían sido instalados en su territorio. A través de esta maniobra se le habrían 
restado a los concesionarios unas cuarenta y ocho hectáreas. 

Es llamativo el uso de la publicación de edictos como método para notificar a involucrados. 
Por un  lad o, ten iendo e n cu enta las re ducidas d imensiones que d ichas publicaciones ocupaban 
dentro de l os pe riódicos e n qu e s e c olocaban, fr ecuentemente en  pág inas i nternas de l os 
ejemplares impresos, y los mínimos tamaños de tipografía utilizada. Por el otro lado, en relación a 
las ca racterísticas de los su jetos a  los q ue se p retendía no tificar, que, e n este caso co nsta, se  
encontraban en situación de analfabetismo.  

En efecto, la División Geodesia de la Dirección de Tierras y  Colonias había instruido  al 
agrimensor en 1931 que f ijara lo s límites del  lo te jerarqui zando el emp lazamiento de l as 
cuatrocientas hectáreas para pueblo en las tierras que mayores mejoras presentaran: 

 

Art. 3 (…) determinará la línea limite Este del lote 9, que es a su vez límite Oeste del lote 11 
de prop iedad par ticular; para esto  deberá es tablecer lo s frentes de los lote s 11,  12 y 13… 
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practicará un reconocimiento de las tierras fiscales situadas entre el lote 9 y el istmo de la 
península Beatriz a fin de ubicar la reserva de 400 Hs. para pueblo decretada con fecha Mayo 
3 de 1902, tr atando en lo posible de invol ucrar, dentr o de esta re serva, la s mej oras de 
importancia que encuentre es tablecidas; a  continuación i ntegrará la superficie 
correspondiente al Lote 9 (Expte. 118/36. Foja 84) 

 

Se tom ó a los involucrados como  notifi cados, au nque e n las actas de  fi nalización de  la 
mensura s olo f iguraba prestando conformidad G race Esther Loomis de Pratt, y a que Antriao dejó 
asentada su protesta (Expte. 118/36. Foja 99.). Ninguno de los individuos había asistido a presenciar 
el proceso de mensura, y a raíz de ello, he mos revisado el proceso de notificación de sus inicios, 
efectuado el 1 de mayo de 1933, siendo que se le daría inicio el 15 del mismo mes. Mientras consta 
que Antriao se n egó a su scribir la no tificación, la  fam ilia d e Pa icil apa rece como  notificada sin  
registro de firma de ninguno de ellos, a lo cual hay que agregar que al momento el único que sabía 
firmar (y extraemos de ello, leer y escribir) era Francisco Paicil. De forma que, se puede suponer, 
era práctica corrie nte e ntregar documentos escritos de  notificación a pe rsonas caren tes del 
conocimiento de la lectoescritura. 

Con la creaci ón de Parques Nacionales, la emisión del título de propiedad se vería una vez  
más d ilatada. Es to s ucedió e n funci ón de la nece sidad de q ue Parques apr obara la me nsura d e 
Rodolfo del Castillo. Tampoco facilitó el proceso la sanción del Decreto Nº 62.908 del 2 de julio de 
1935, q ue i ndicaba que en todo t ítulo d e propiedad sobre t ierras de f rontera s e d ebía incluir la 
prohibición de su futura ve nta a extranjeros sin contar con la ap robación del Poder Ejecutivo. La 
tardanza en realizarse lo primero, que sucedió recién en 1942, estuvo vinculada a las formas en que 
se ob ró para d e enco ntrar derecho-hab ientes frente al falle cimiento tan to de Paic il como de 
Antriao. Para esto , se r ecurría u na vez más a l recurso de la publicación de  edictos en  prensa 
regional. A  fine s de 1936, se publi caron durante tre s días, ins tando a q uienes se p ensaran 
poseedores de derechos sobre las tierras a presentarse a la Dirección de Parques Nacionales (Expte. 
118/36. Fojas 128 a 148.). 

Por el otro lado, la inclusión de la cláusula contra la venta sin autorización a e xtranjeros 
también causó co ntroversias, e specialmente e n la f amilia A ntriao, que  hab ía desarrollado un a 
notoria desconfianza f rente a  l a palabra de l os agentes estata les. Por esa razón el tí tulo se 
expediría sin haber logrado la firma en conformidad de la sucesión de Antriao. Sin embargo, antes 
de qu e e so s ucediera, se  d io lu gar a u na s erie de intercambios e i nspecciones p ara re solver 
cuestiones dudosas, vinculadas al certi ficado de defunción de Antriao, a lo s derechos que pudiera 
tener Marimón sobre la tierra –acerca de quien se observa que se encontraba hace años ausente del 
territorio y, se presumía, viviendo en Bolívar, Buenos Aires— (Expte. 118/36. Foja 187), y acerca de 
los costos de la inscripción del título en el registro de propiedad.  

La sucesión Paicil nombró un representante legal, al cual habían lle gado mediante obra del 
Juez de Paz Cornelio Ravena, quien recibió el título de propiedad en condominio, con el Nº 18.504, 
en diciembre de 1943 . Los h erederos de  Paicil facultaron tambié n al re presentante a i niciar las  
gestiones por los juicios de sucesión. A razón de ello, el Juez de Paz Ravena obtuvo diez hectáreas 
de tierra del Lote Nº 9, que luego vendería a terceros20. 

 

 

UN NECESARIO EPÍLOGO 

 

Hacia la época de la emisión del tí tulo de propiedad, el conte xto se había modificado de 
varias forma s — que es capan al análisis aq uí propuesto—, entre  las cuales  s erían e specialmente 
relevantes la muerte de ambos concesionarios originales, jefes de cada familia, y la creación de una 
Comisión de Fo mento que consolidó  el p lan de avanzar con  el e jido u rbano hacia el territorio 
indígena. Junto con un contexto en que la estigmatización e  invisibilización del pue blo mapuche  

                                                 
20 No quedando prueba escrita de tales transacciones en el Expte. 118/36, pero habiendo en él menciones al hecho, en fojas 
207, 208, 232, 233 y 234. 
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crecían (Val verde, García y Bers ten 2009), las redes de poder co nformadas por funcionarios , 
terratenientes y comerciantes lograron avanzar pr ivatizando tierras y subsumiendo a lo s indígenas 
como mano de obra (Balazote y Radovich 2009). Entre 19 48 y 19 50, s e dio un proceso lega l de 
sucesión que tu vo co mo resultado la parc elación y venta de la mayor parte del territorio de las  
familias Paicil y Ant riao (Collinao et al. 2 019), y para 195 2, la Com isión d e F omento había  
autorizado el loteo de toda la porción sur del antiguo Lote Nº 9. 

Sin embargo, las familias permanecieron en el espacio de uso trad icional (Trentini y Pér ez 
2009), mientras algunos de sus miembros fueron expulsados hacia los ba rrios populares de Villa La 
Angostura. E n torno al a ño 200 0, tras  un segundo a vance sob re la s tierr as ind ígenas, con  f ines 
turísticos -h abilitado p or la  d esregulación neoliberal d el mercado de tierras-, las fa milias 
comenzaron a reorganizarse en cl ave comunitaria, formando el lof Paicil Antriao. Iniciaron de esa 
manera un complejo camino hacia el reconocimiento estatal, logrando en el 2007  la inscripción de 
su per sonería jurídica y, en 2013, la r ealización de un relevamiento terr itorial (ODHPI 2013). No 
obstante, en la actualidad la comunidad se encuentra aún atravesada por el conflicto por el suelo, 
puesto que los hechos anteriormente señalados no fueron acompañados de un reconocimiento a sus 
derechos territoriales.  

 

 

A MODO DE CIERRE 

 

El territorio y su s lím ites han sid o cu estiones e n disputa desde el o rigen mismo de la  
concesión a Paic il y A ntriao. In cluso tenie ndo las he rramientas le gales a  su  fa vor p ara la 
cristalización del derecho a la propiedad, los actores se encontraron en contextos históricos en los 
que el cue stionamiento de l a le gitimidad d e ese de recho fue un  hecho comú n y e n múltiples 
ocasiones propiciado por el accionar oficial. De esta manera, el territorio específicamente indígena 
se constituyó como problemática, mientras se consolidaba la propiedad privada de otros sujetos. 

Los do cumentos analizados señalan que mientras para la  d écada de 1930 Antr iao y  la 
sucesión de Paicil seguían siendo “concesionarios” —es decir, pese a que en 1915 se había decretado 
la titularización de las tierras, el título no se extendió—, Grace Esther Loomis de Pratt figuraba ya 
como propietaria del Lote N° 11, lindero al N° 9. Exequiel Bustillo, Director de Parques Nacionales 
entre 1934 y 1944, adquirió también en p ropiedad privada los Lotes Nº 12 y 13. El L ote Nº 8 había 
sido concedido  en 1903 a Primo Cap raro y Fe derico Baratta, quienes lo ad quirieron en propiedad 
más tarde por el monto de quinientos pesos (ODHPI 2013). Lo constatado a partir de este estudio de 
caso se encuentra en sintonía con lo planteado por otros trabajos: durante el primer tercio del siglo 
XX, l os pr incipales p obladores de l a z ona de l L ago N ahuel Huapi, q ue e n ese mo mento f ueron 
indígenas y pe rsonas de origen chileno, fueron relegados como h abitantes precarios o como sector 
subalterno mediante la negación al acceso y propiedad de la tierra (Méndez 2005). 

En el recorrido a través del expediente analizado se observan características de los sujetos 
en juego  que  han s ido señaladas para otros  procesos contemporáneos (Pérez 2013; Blanco 2016) . 
Una de ellas es la relevancia de la Inspección como instancia no solo administrativa sino de carácter 
decisorio con respecto al destino de la tierra (Blanco 2016). Esa importancia no s e tradujo en una 
práctica c on c riterios uni ficados por los diferentes age ntes que l as realizaban. La valuación 
subjetiva del capital introducido en mejoras fue una de las razones por las que, hemos visto, los 
informes entraban en contradicción. Es decir, se trataba de un mecanismo de control de los avances 
sobre la tierra plagado de posibilidades de falseamiento (Pérez 2013) y casi nulo en posibilidades de 
contralor. La radicación de las dependencias estatales a cargo de la gestión de las tierras en Buenos 
Aires, a más de mil kilómetros de las mismas, coadyuvó a tal imposibilidad, a lo cual se sumaba a 
nivel local la complejidad en  la accesibilidad a los lotes que deb ían ser in speccionados, que por 
momentos del año no podían ser visitados. Sin embargo, los fu ncionarios nacionales, como hemos 
visto a tra vés del accionar del Insp ector General de Tierras, buscaban controlar el proceso acorde 
con la normativa vigente. 

El nivel de discrecionalidad con que los agentes estatales locales manejaban sus tareas en el 
territorio llegaba a la interpretación muy holgada de la letra de la ley. Hemos visto que en 1907 se 
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requirió la c omprobación de la ciudadanía argentina de los concesionarios como requisito para la 
emisión del título de propiedad. Siendo que la Ley del Hogar concesionaba tierras teniendo ya como 
requisito se r argentino o  natu ralizado, me diante dicho r equerimiento se dilató oc ho años l a 
titularización. En 1 915, habiendo fallecido uno  de los concesionarios, e l problema central para la 
emisión del t ítulo fue la falta de una mensura. La mis ma se realizó quince años  más tarde, para 
cuyo momento la cre ación de la Dirección  de Parques Nacionales implicó la ad ición de una etapa 
burocrática más, ya que era esta dependencia la que debía aprobar la mensura. 

La aprobación llegó a principios de la década de 194 0. Rumor es de que la ins cripción en 
propiedad no s e r ealizaría a menos que  existieran p osibilidades de ena jenación posterior se 
encontraban ya presentes en la zona en la primera década del siglo, como repasamos en una not a 
de Paici l al Minister io de Agr icultura. En  torn o a la sanci ón de la ley que creaba los Parques 
Nacionales, s in embargo, la ate nción de los fun cionarios se  enfocó en la situación “ambigua” del 
Lote Nº 9 y en la nec esidad de resolverla. Esto fue, l a necesidad de qu e s aliera de l os dominios 
fiscales y se constituyera como parte enajenable para integrarse al mercado de tierras, como todos 
los lotes que lo circundaban.  

La necesidad surgía de un contexto en que el turismo se perfilaba como actividad posible en 
la zona —al calor del crecimiento de la cercana San Carlos de Bariloche— y que una recientemente 
creada Comisión de Fomento planificaba el crecimiento del municipio hacia las tierras indígenas. La 
ley de  creación de los P arques Nacionales, qu e im pedía la v enta de tierras fis cales, te nía como 
excepción las existentes dentro de la Colonia Agrícola Nahuel Huapi. Con varios sujetos atentos a la 
situación familiar d e los Paicil y los Antriao, f iguras loca les se coloca ron como r epresentantes o  
apoderados de  la s sucesiones de lo s concesionarios originales. A cambio de sus tareas obtendrían 
extensiones de tierra. La lógica se repitió ya en la ancianidad de los hijos de José María e Ignacio, y 
se completó el traspaso de la propiedad de varias franjas del Lote a c omerciantes, jueces de paz, 
presidentes de la  Com isión de Fom ento y otros su jetos. Se cumpliría a sí el lega do que Exeq uiel 
Bustillo d eseaba con struir para el P arque N acional (Navarro Flor ia 2 008): la penetración de  los  
sectores privilegiados en el territorio.  
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